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Resumen: el sistema judicial en México ha sufrido una transfor-
mación profunda con la reforma judicial del 15 de septiembre 
de 2024, que introdujo la elección popular para designar a las 
personas juzgadoras federales y locales. Este texto se enfoca 
en los casos de la SCJN y el TEPJF, dado su papel en el control 
constitucional al interior del ordenamiento jurídico mexicano. 
Lejos de democratizar la justicia, el nuevo sistema priorizará 
perfiles partidistas, comprometiendo con ello la independen-
cia judicial. Sin embargo, los problemas no solo radican en la 
naturaleza del sistema electivo, son que también derivan de su 
diseño constitucional. En este trabajo se describen las reglas 
que estructuran los comicios judiciales con la finalidad de exa-
minar algunos de los inconvenientes asociados a su configura-
ción constitucional.

Abstract: the judicial system in Mexico has undergone a pro-
found transformation with the judicial reform of September 
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15, 2024, which introduced popular elections to appoint both 
federal and local judges. This text focuses on the cases of the 
SCJN and the TEPJF, given their role in constitutional control 
within the Mexican legal system. Rather than democratizing 
justice, the new system will prioritize partisan profiles, thus 
compromising judicial independence. However, the problems 
do not only stem from the nature of the electoral system, but 
also from its constitutional design. This paper outlines the rules 
that structure the judicial elections in order to examine some 
of the issues associated with their constitutional configuration.

Palabras clave: comicios judiciales, Suprema Corte, Tribunal 
Electoral, diseño constitucional, independencia judicial.
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I. Introducción

El sistema de justicia en México ha sido sacudido por un cambio 
sin precedentes. El 15 de septiembre de 2024 fue decretada la 
(así llamada) reforma judicial que, entre otras cosas, transfor-
ma radicalmente la forma de designar a las personas juzgadoras: 
ahora serán elegidas por voto popular.1 ¿Qué cargos se elegirán por 
este mecanismo? Este modelo impactará tanto a los órganos más 
altos de justicia, como la Suprema Corte de la Nación (SCJN) y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), 
incluyendo al Tribunal de Disciplina de reciente creación, como 
a los jueces de los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito 

1	 Me refiero al Decreto por que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de reforma del Poder Judicial, Diario Oficial de la Federación, 15 
de septiembre de 2024.
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de todo el país. Además, las entidades federativas deberán re-
plicar este método electivo para la conformación de los poderes 
judiciales locales, ajustándose a los lineamientos señalados en la 
constitución federal (art. 116). Los estados tendrán que hacer 
las adecuaciones constitucionales necesarias con miras a que la 
renovación completa de los cargos jurisdiccionales locales con-
cluya en la elección federal ordinaria del año 2027.2

En principio, podemos decir que la reforma introduce un 
único sistema de elección para todas las autoridades antes men-
cionadas. A pesar de los amplios alcances de la reforma, en este 
trabajo centro la atención en los casos de la SCJN y el TEPJF, al 
tratarse de las máximas instancias de control constitucional en el 
país. La Corte y el Tribunal Electoral tienen ámbitos competen-
ciales distintos, pero ambas encabezan el esquema de control de 
constitucionalidad dual que caracteriza al ordenamiento mexica-
no, al interior del cual, las dos cuentan con facultades para estu-
diar la constitucionalidad de leyes y normas, aunque cada uno lo 
puede realizar en diferentes momentos y son distintos los sujetos 
legitimados para hacerlo valer.3 

En otras ocasiones he reflexionado sobre las implicaciones 
del sistema electivo para la independencia judicial, así como so-
bre las falsas promesas que lo acompañan: la idea de que las elec-
ciones judiciales empoderarán a la ciudadanía y democratizarán 
al sistema de justicia carecen de sustento empírico. Por el contra-
rio, desde mi perspectiva, y como es de esperarse, las elecciones 
por voto popular tienden a privilegiar la selección de perfiles se-
gún las preferencias y vínculos partidistas.4 Sin embargo, como 

2	 De conformidad con el artículo octavo transitorio del decreto de reforma 
de 25 de septiembre de 2024.

3	 Espinosa Silis, Arturo y Cruz Vargas, Rafael, “Control de constitucionali-
dad electoral. Evolución y retos”, en Rosario Rodríguez, Marcos Francisco 
del (coord.), Derecho constitucional en materia electoral, México, TEPJF, 
2021, p. 67, https://www.te.gob.mx/editorial/pdf/2025

4	 Salmorán Villar, Guadalupe, “Elección popular de jueces y magistraturas: 
cuatro apuntes teóricos”, Revista Hechos y Derechos, Número especial. Fo-
ros sobre la Reforma Constitucional en Materia de Justicia, 6 de agosto de 
2024, https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos/
article/view/19419
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se analizará en este texto, los inconvenientes de los comicios ju-
diciales no solo se derivan de la naturaleza intrínseca del sistema 
electivo, sino también de la manera específica en que dicho mo-
delo ha sido diseñado en la constitución federal. 

Es bien sabido que el recurrir a elecciones populares para 
conformar la judicatura a nivel federal y local no es más que la 
concreción de la voluntad presidencial. El procedimiento electi-
vo aprobado en sede legislativa materializa fielmente esa volun-
tad, no obstante, el Congreso de la Unión introdujo algunos cam-
bios al proyecto del ejecutivo5 que no han sido suficientemente 
destacados en las reflexiones sobre esta innovación institucional 
que marcará una transformación radical del sistema de justicia 
mexicano. Desde ahora conviene subrayar que las modificacio-
nes al sistema electivo recaen fundamentales en tres aspectos: en 
primer lugar, se abandona “al menos por ahora” la intención de 
desaparecer el Instituto Nacional Electoral y sustituirlo por el de-
nominado “Instituto Nacional Elecciones y Consultas” (INEC).6 
En segundo lugar, se adoptaron ciertos principios que deben re-
gir el sistema electivo: publicidad, transparencia, accesibilidad, 
inclusión y paridad. En tercer lugar, fueron introducidos los co-
mités técnicos de evaluación como las instancias encargadas de 
verificar el cumplimiento de los requisitos (legales y constitu-
cionales) y la idoneidad de las personas que aspiren a un cargo 
jurisdiccional. 

Si bien abundan las opiniones, muchas veces contrastantes, 
sobre las virtudes y peligros que supone la celebración de comi-

5	 He reflexionado sobre la propuesta del expresidente López Obrador, pre-
sentada en febrero de 2024, en Salmorán Villar, Guadalupe, “¿Jueces a 
las urnas? Elección por voto popular del tribunal electoral y la Suprema 
Corte”, en Javier Martín Reyes y María Marván (coords.), La iniciativa pre-
sidencial de reforma electoral: análisis técnico del Plan C electoral, México, 
IIJ-UNAM, 2024, pp. 77-88, https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/
libros/16/7558/9.pdf 

6	 Desde abril de 2022, en el paquete de reforma constitucional, conocido co-
loquialmente como “Plan A” el expresidente AMLO, buscaba desaparecer 
al INE y sustituirlo por el denominado “Instituto Nacional de Elecciones y 
Consultas” (INEC), cuyos integrantes fuesen votados directamente por el 
pueblo.
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cios para definir la composición de las magistraturas,7 escasean 
los trabajos que describan con suficiencia las reglas constitucio-
nales que configuran los comicios judiciales. Este trabajo tiene 
el propósito de abonar en esa elemental pero imprescindible 
tarea.

A parte de la introducción, el presente trabajo está dividido 
en tres apartados. En el primero, describo brevemente los sis-
temas nombramientos antes vigentes para integrar las Salas del 
TEPJF y el Pleno de la SCJN con el fin de resaltar la participa-
ción de los diferentes poderes públicos que estaban involucrados 
en los nombramientos de dichos órganos jurisdiccionales. En el 
segundo apartado, expongo los aspectos más importantes de las 
distintas etapas que componen al procedimiento electivo ordinario 
aplicable para la Suprema Corte y el Tribunal Electoral,8 en el que 
subrayo algunas de las variaciones más significativas con respec-
to de la iniciativa formulada por el expresidente Andrés Manuel 
López Obrador (AMLO) en febrero de 2024.9 Finalmente, en el 
tercera y última sección, señalo algunos de los inconvenientes 
que supone el diseño constitucional del sistema electivo para re-
novar a las personas juzgadoras.

7	 Astudillo, César, “La reforma al Poder Judicial. Efectos en el estatus y la 
mecánica de elección ‘por voto popular’ de sus integrantes”, en Sergio 
López Ayllón, J. Jesús Orozco Henríquez, Pedro Salazar y Diego Valadés 
(coords.), Análisis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y 
legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), 2024, 
pp. 287-299; Martín Reyes, Javier, “La elección popular de los poderes ju-
diciales en México: breve radiografía del “Plan C”, en Sergio López Ayllón, 
J. Jesús Orozco Henríquez, Pedro Salazar y Diego Valadés (coords.), op. 
cit. 

8	 La explicación del sistema electoral aquí descrita entonces se basará funda-
mentalmente en las reglas establecidas mediante decreto de reforma cons-
titucional de 25 de septiembre de 2024 antes referido. 

9	 Me refiero al Proyecto de decreto, por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado en la Gaceta 
Parlamentaria el 5 de febrero de 2024. Para abreviar, en adelante, aludiré a 
dicho documento con las expresiones “iniciativa presidencial” o “proyecto 
del ejecutivo”.  
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II. ¿Cómo se elegían antes a las personas  
juzgadoras de la Corte y el Tribunal Electoral?

Como se ha dicho anteriormente, el sistema el sistema electivo 
involucra a múltiples órganos estatales y, por lo mismo, sustitu-
ye, no uno sino, varios sistemas de nombramientos. Hasta antes 
de la reforma judicial, hasta ahora —como la gran mayoría de 
los países de América Latina—,10 en México los nombramientos 
de la Suprema Corte y el Tribunal Electoral habían sido una res-
ponsabilidad compartida por los poderes legislativo, ejecutivo y 
judicial. 

Como sabemos, la Suprema Corte es la máxima autoridad 
jurisdiccional de control constitucional a nivel nacional. Su pa-
pel es central para el entramado constitucional y democrático 
mexicano; además de resolver los conflictos entre los órganos del 
Estado, es la última instancia para controlar que la actuación del 
gobierno y de los poderes representativos se apeguen a derecho, 
está dotada de amplias facultades para dotar de sentido a las leyes 
y se erige como la última línea de defensa de los derechos huma-
nos en el ámbito nacional. 

Desde 1994, la composición del Pleno de la SCJN había sido 
una facultad común a la presidencia de la República y el Senado. 
El poder ejecutivo debía someter a consideración del Senado una 
terna de candidaturas por cada vacante. Previa comparecencia 
de las personas propuestas correspondía a la cámara alta (por 
votación de las dos terceras partes de sus miembros presentes) 
seleccionar a quien fungiría como magistrada o magistrado de 
la Corte, dentro de un plazo perentorio (de treinta días a partir 
de la comunicación de la terna). Sin embargo, en caso de que el 

10	 Valdés, Leonardo y Ruiz, José Fabián, “Los órganos encargados de la admi-
nistración electoral”, en Dieter Nohlen, Leonardo Valdés, Daniel Zovatto 
(comps.), Derecho electoral latinoamericano. Un enfoque comparativo, Mé-
xico, FCE-IIJ-UNAM-INE- IDEA Internacional, 2019, pp. 414-443; Ríos 
Figueroa, Julio, “Instituciones para la justicia constitucional en América 
Latina”, en Gretchen Helmke y Julio Ríos Figueroa (coords.), Tribunales 
constitucionales en América Latina, México, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, 2010, pp. 1-46, https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/publi-
caciones_scjn/publicacion/2016-10/TRIBUNALES%20CONSTITUCIONA-
LES%20EN%20AMÉRICA%20LATINA%2083568_0.pdf

| 218 

Guadalupe Salmorán Villar



Senado rechazara dos veces consecutivas las ternas formuladas 
por el ejecutivo, este último podía nombrar unilateralmente a la 
persona que ocuparía el cargo. Lo que sucedió con Lenia Batres, 
es un ejemplo paradigmático de ello. A finales de 2023, tras el re-
chazo de las dos ternas por parte de la cámara alta, el presidente 
AMLO designó de forma directa a Lenia Batres Guadarrama, uno 
de los perfiles incluidos en las dos ternas que habían sido refu-
tados por el Senado. Actualizándose con ello la primera designa-
ción por “dedazo” de una ministratura de la Corte, por encima de 
la voluntad legislativa.

Por otra parte, el Tribunal Electoral es la más alta jurisdicción 
especializada en la materia, con excepción de las acciones de in-
constitucionalidad que se reservan exclusivamente a la SCJN. 
Con el tiempo, el Tribunal se ha convertido en el último garante 
de los comicios, pues por medio de él se permite salvaguardar 
los principios rectores en este ámbito, tanto la ciudadanía como 
los partidos pueden encauzar sus demandas e inconformidades, 
reclamar que los actos de las autoridades electorales (federales y 
estatales) se ajusten a la legalidad y constitucionalidad, y solicitar 
la garantía de sus derechos y prerrogativas políticas. 

Desde 1996, las magistraturas de las Salas Superior y Regio-
nales del Tribunal Electoral habían sido nombradas por la Cáma-
ra de Senadores (mediante el voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes) a propuesta de la SCJN. Es importante 
notar que en este sistema la presidencia de la República no tenía 
injerencia alguna para definir los nombramientos de las magis-
traturas electorales. Al igual que la sucedió con la Suprema Corte, 
en los últimos años el procedimiento de designación del Tribunal 
Electoral también había dado ya signos de desgaste; como mues-
tra de ello podemos mencionar las dos magistraturas vacantes 
de la Sala Superior que no fueron nombradas por el Senado de la 
República por voluntad de Morena y sus aliados, como debía ha-
cerse desde octubre del 2023. A diferencia de lo que sucedía con 
la SCJN, en este caso la constitución no preveía alguna “válvula 
de escape” que pudiese ser activada cuando no se alcanzaban los 
acuerdos necesarios en sede legislativa. 
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III. ¿Cómo se elegirán ahora las  
magistraturas del TEPJF y la SCJN?

Salvo algunas de diferencias, con la reforma judicial, la consti-
tución prevé un sistema análogo para la postulación y elección 
de las ministraturas de la Suprema Corte y las magistraturas del 
Tribunal Electoral, no obstante, también subsisten algunas par-
ticularidades que conviene subrayar. En términos generales, las 
discrepancias entre ambos procesos son fundamentalmente tres: 
la primera se refiere a la periodicidad en que se renovarán cada 
órgano, las personas que integran el Pleno de la Suprema Corte 
serán reemplazadas cada doce años, mientras que las magistratu-
ras electorales lo serán cada seis años. La segunda tiene que ver 
con las circunscripciones, los comicios del Pleno de la Corte se 
harán a nivel nacional, al igual que los de la Sala Superior, esto es, 
en una única circunscripción nacional, en contraste con las Salas 
Regionales cuyas elecciones se realizarán, como su nombre lo in-
dica, en cinco circunscripciones regionales. La tercera diferencia 
apunta al órgano competente para resolver las impugnaciones 
que se susciten con motivo de los comicios judiciales. La consti-
tución establece una competencia cruzada entre la Suprema Cor-
te y Tribunal Electoral; a la primera corresponde conocer de las 
impugnaciones relativas a las elecciones del segundo, mientras 
que el TEPJF11 toca resolver las que se presenten respecto de los 
comicios de la SCJN. Por el resto, puede decirse que el proce-
so electivo de ambos órganos jurisdiccionales es prácticamente 
idéntico. 

Como sabemos, con la reforma judicial el tamaño del Pleno 
de la Suprema Corte se redujo de once a nueve integrantes y se 
acortó la duración de sus encargos, de quince a doce años, a fin 
de homologarlo con el límite temporal de los cargos representa-
tivos a nivel federal, las diputaciones, senadurías y la presidencia 

11	 Conviene resaltar que, con la reforma constitucional, el Tribunal Electoral 
se erige como la última instancia para resolver, de forma definitiva e inata-
cable, las impugnaciones, no solo de los comicios de la Suprema Corte, sino 
también de los que resulten de las elecciones a magistraturas de Circuito, 
juezas y jueces de Distrito y magistraturas del Tribunal de Disciplina Judi-
cial. 
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de la República. Al igual que para el resto de las magistraturas, 
los comicios para renovar al Pleno de la Corte se celebrarán el 
primer domingo de junio, de forma concurrente con los otros 
cargos de elección popular.

En sentido contrario de lo que disponía la iniciativa presi-
dencial, la reforma judicial sí introdujo cambios a la estructura 
del Tribunal Electoral; pues se dispuso la desaparición de la Sala 
Regional Especializada en función “de un ejercicio de simplifi-
cación administrativa y austeridad”.12 En contraste con el Pleno 
de la Corte, el cual, como se dijo, será renovado cada doce años, 
los comicios para reemplazar a las magistraturas electorales se 
llevarán a cabo cada seis años. 

Como se ha mencionado, para la ejecución de los comicios 
del Tribunal Electoral, se establecen dos modalidades de circuns-
cripción: al igual que para el Pleno de la SCJN, las elecciones de 
la Sala Superior se harán en una única circunscripción a nivel 
nacional, mientras que los comicios para las Salas Regionales se 
llevarán a cabo por regiones, “en los términos y modalidades que 
determine la ley electoral” (art. 99 constitucional). 

Decir que las personas juzgadoras serán elegidas por el voto 
popular directo y secreto de la ciudadanía es un modo simpli-
ficado de referirse a lo que constituye, antes bien, un proceso 
complejo, compuesto por varias etapas y que involucra a diver-
sos actores políticos, además de la ciudadanía que definirá con 
su voto la conformación de los cargos jurisdiccionales en juego.

Conforme a la constitución, los comicios judiciales deben dar 
inicio en los primeros siete días del mes de septiembre del año 
anterior a la elección de que se trate, con la etapa de preparación 
de la elección federal que está a cargo del INE. Durante ese mes el 
Senado de la República tiene la obligación de emitir la convocato-
ria respectiva, la cual debe contener las etapas del procedimien-
to, las fechas, los plazos improrrogables y los cargos a elegir. 

12	 Cámara De Diputados, LXV Legislatura, Dictamen de la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, a la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del poder 
judicial, DOF, 16 de agosto de 2024, p. 168.
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De acuerdo con lo que establezca la convocatoria comienza la 
etapa de postulaciones, la cual no está abierta a toda la ciudadanía, 
pues para aspirar a un cargo jurisdiccional es necesario contar 
con el respaldo y filtro político de los poderes públicos que in-
tervienen en el proceso. Tanto para la Suprema Corte como para 
Tribunal Electoral corresponde al presidente de la República, al 
Congreso de la Unión y la propia Suprema Corte seleccionar a las 
candidaturas que buscarán ganarse el favor del voto ciudadano. 

A diferencia del proyecto del ejecutivo, en sede legislativa se 
redujo notablemente el número de candidaturas que puede pro-
poner a los poderes públicos (de treinta a nueve candidaturas 
en total).13 Para el Pleno de la Corte y las magistraturas electo-
rales, la postulación de las candidaturas quedó distribuida de la 
siguiente manera: el poder ejecutivo postula hasta tres candida-
turas por conducto de la persona titular de la presidencia de la 
República, el poder legislativo postula hasta tres personas, una 
por la Cámara de Diputados y dos por el Senado, mediante vo-
tación calificada de dos tercios de sus integrantes presentes, y el 
poder judicial, por conducto del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, postula hasta tres candidaturas, por mayo-
ría de seis votos.14 

Lo anterior no quiere decir necesariamente que cada órgano 
tendrá sus propias candidaturas, porque la constitución permite 
que las personas aspirantes sean “postuladas simultáneamente 
por uno o varios Poderes de la Unión, siempre que aspiren al 
mismo cargo” (artículo 96.III, segundo párrafo).15 Además, es 
importante destacar que, en caso de que los poderes no remi-
tan sus postulaciones en el plazo establecido en la convocatoria 
“ya sea porque no se logren alcanzar las mayorías necesarias para 

13	 Recordemos que la iniciativa presidencial planteaba que, para la Corte y 
el Tribunal Electorales, los poderes públicos podían proponer “de mane-
ra paritaria” hasta un máximo de treinta candidaturas, las cuales debían 
repartirse de la siguiente forma: el poder ejecutivo postularía hasta diez 
candidaturas, el poder legislativo postularía hasta cinco personas por cada 
Cámara, y el Pleno de la Suprema Corte hasta diez candidaturas. 

14	 Estas mismas reglas aplican para el Tribunal de Disciplina Judicial. 
15	 Esta posibilidad no estaba contemplada en la iniciativa del expresidente 

López Obrador.
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integrarlo, o por cualquier otra causa” no podrán hacerlo poste-
riormente. 

Como se adelantaba, una de las modificaciones más significa-
tivas que realizó el Congreso de la Unión a la propuesta presiden-
cial fue la introducción de algunos principios que deberán regir a 
los comicios judiciales. La carta magna dicta que los Poderes de la 
Unión “establecerán mecanismos públicos, abiertos, transparen-
tes, inclusivos y accesibles que permitan la participación de todas 
las personas interesadas” (art. 96.II, inciso a). 

Como se ha dicho, no cualquier ciudadano postularse en los 
comicios judiciales, solo aquellos que acrediten las exigencias 
constitucionales y legales. Pero entonces ¿quiénes pueden aspirar 
a un cargo judicial? De acuerdo con la constitución federal, ade-
más de los requisitos obligatorios para cada cargo, las personas 
aspirantes deben presentar “un ensayo de tres cuartillas donde 
justifiquen los motivos de su postulación y remitan cinco cartas 
de referencia de sus vecinos, colegas o personas que respalden 
su idoneidad para desempeñar el cargo” (art. 96.II, inciso a). Los 
perfiles mejor evaluados serán aquellos que “cuenten con los 
conocimientos técnicos necesarios para el desempeño del cargo 
y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, 
competencia y antecedentes académicos y profesionales en el 
ejercicio de la actividad jurídica” (art. 96.II, inciso b). 

En contraste con la iniciativa del expresidente López Obra-
dor, la cual proponía simplemente que fuese el propio Senado el 
encargado de verificar los requisitos de elegibilidad, en la reforma 
judicial se dispuso que para procesar las inscripciones y preselec-
cionar a las candidaturas, cada Poder de la Unión “la Presidencia 
de la República, el Congreso y la Suprema Corte” debe integrar 
un comité de evaluación conformado por “cinco personas reco-
nocidas en la actividad jurídica” (artículo 96.II inciso a constitu-
cional). Las labores de los comités son fundamentales, pues son 
estos quienes reciben los expedientes de las personas aspirantes 
y evalúan el cumplimiento de los requisitos constitucionales y 
legales. Ahora bien, una vez que los comités publican las listas 
de las personas elegibles, proceden a calificar su idoneidad para 
desempeñar el cargo. Sin embargo, ni la constitución ni las leyes 
electorales definen qué de entenderse por “idoneidad” ni cómo 
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se debe probar este criterio. Más aún, cada comité puede defi-
nir libremente “la metodología de evaluación de idoneidad de las 
personas aspirantes para el desempeño de los cargos de elección 
que correspondan por cada cargo y materia de especialización”.16 

Una vez hecho lo anterior, tratándose de las ministraturas y 
magistraturas electorales, los comités de evaluación deben inte-
grar “un listado de las diez personas mejor evaluadas” (art. 96, II, 
inciso c constitucional). Pero, posteriormente, deben “depurar 
dicho listado mediante insaculación pública para ajustarlo al nú-
mero de postulaciones para cada cargo, observando la paridad de 
género” (art. 96, II, inciso c constitucional). Una vez ajustados 
los listados, los comités deben remitirlos a cada poder para su 
aprobación y envío al Senado.

El Senado recibe las postulaciones y las remitirá al Instituto 
Nacional Electoral a más tardar el 12 de febrero del año de la 
elección que corresponda a efecto de que organice el proceso 
electivo. En realidad, el organismo electoral nacional en la ejecu-
ción de los comicios judiciales hace algo más que eso, pues debe 
aprobar el modelo de boleta, documentación y materiales electo-
rales, aprobar los lineamientos o acuerdos necesarios para llevar 
a cabo la organización, desarrollo y cómputo de las elecciones, 
determinar la distribución de los tiempos de radio y televisión 
de las candidaturas, fijar las modalidades y fechas de foros de 
debates, entre otras tantas funciones.17 

Durante las campañas judiciales,18 las candidaturas tendrán 
derecho de acceso a radio y televisión de manera igualitaria con 
el fin de que expongan sus propuestas y programas de trabajo 
(art. 96 constitucional).19 Además, podrán participar en foros de 

16	 Con base en el artículo 500, párrafo tercero, inciso d) de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales (LEGIPE).

17	 Consúltese el artículo 501 de la de la LEGIPE.
18	 De acuerdo con la constitución federal, las campañas judiciales durarán 

sesenta días y en ningún caso habrá etapa de campaña (art. 96).
19	 Nótese que el proyecto del expresidente López Obrador reservaba este de-

recho exclusivamente a las candidaturas de la SCJN, las magistraturas de 
la Sala Superior del TEPJF (no excluidas las Salas Regionales) y los inte-
grantes del Tribunal de Disciplina Judicial. La reforma judicial extendió 
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debate organizados por el INE o en aquellos “brindados gratuita-
mente por el sector público, privado o social en condiciones de 
equidad” (art. 96 constitucional). 

Para todos los cargos judiciales se prohíbe el financiamiento 
público o privado, así como la contratación por sí o por inter-
pósita persona, física o moral, de espacios en radio y televisión 
para promocionar a las candidaturas. Además, está vetado que 
los partidos políticos y las personas servidoras públicas realicen 
“actos de proselitismo” y “posicionarse a favor o en contra de 
candidatura alguna” (art. 96 constitucional).

Una vez concluido el periodo de campañas, se realiza la jor-
nada electoral programada, como ya se dijo, el primer domingo 
de junio del año correspondiente. La integración de los órganos 
jurisdiccionales será decidida mediante sufragio universal, por 
mayoría simple, en una sola jornada electoral. La constitución no 
exige un mínimo de votos válidos para que los resultados de las 
elecciones judiciales sean efectivos.

Al terminar la votación, el INE debe efectuar los cómputos de 
la elección, publicar los resultados y entregar las constancias de 
mayoría “a las candidaturas que obtengan el mayor número de 
votos, asignando los cargos alternadamente entre hombres y mu-
jeres”. Además, corresponde al INE declarar la validez de la elec-
ción y enviar sus resultados a la Sala Superior del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación o al Pleno de la Suprema 
Corte de la Nación para el caso de las magistraturas electorales 
(art. 96.IV constitucional).

Como se adelantaba, para evitar que tanto el Tribunal Elec-
toral y la Suprema Corte sean jueces y partes respecto de la elec-
ción de sus propios integrantes, la constitución prevé una com-
petencia cruzada para resolver las impugnaciones que se susciten 
con motivo de los comicios judiciales.20 En cualquier caso, los 

este derecho a todos los cargos de elección dentro del Poder Judicial de la 
Federación. 

20	 En contraste, la iniciativa presidencial contemplaba que, además de re-
solver las impugnaciones, la Corte y el Tribunal Electoral fuesen los 
encargados de calificar el proceso electoral y declarar los resultados de 
los comicios respectivos. Como se ha mencionado, con la reforma judi-
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asuntos deberán ser resueltos antes de que el Senado instale el 
primer periodo de sesiones (esto es, el primero de septiembre 
del año en que se realice la elección) cuando las personas electas 
tomarán protesta de sus encargos. 

IV. Reflexiones conclusivas

Como se ha analizado, el sistema de elección popular comprome-
te al sistema de justicia federal en su conjunto, al igual que a sus 
homólogos locales. Este sistema impacta a un complejo y plural 
sistema de cargos jurisdiccionales en todos los niveles de gobier-
no. Aunque hay otros países, como Bolivia, que han adoptado al 
sistema electivo para definir la integración de ciertos máximos 
tribunales, o casos en Estados Unidos donde algunos estados re-
curren a este mecanismo para renovar jurisdicciones locales es-
pecíficas, México se ha convertido en el único país en el mundo 
en implementar elecciones populares para renovar las magistra-
turas tanto federales como locales en todo su territorio. 

La reforma judicial establece un sistema electivo que no tiene 
en cuenta ni la naturaleza ni las funciones específicas de cada 
órgano jurisdiccional. En lugar de reconocer la pluralidad de 
competencias y responsabilidades, la reforma trata a la judicatu-
ra mexicana como si fuese un bloque homogéneo con las mismas 
tareas y necesidades. 

Es importante notar que, con la introducción de los comicios 
judiciales, se sustituyen no solo uno, sino distintos sistemas de 
designación que, hasta antes de la reforma, existían para integrar 
las diversas instancias de justicia comprendidas en ella. La con-
figuración de un único sistema ha desplazado uno de los rasgos 
que habían distinguido a la administración de justicia en el país: 
la diversificación de los sistemas de designación de los órganos 
jurisdiccionales.21 Tales mecanismos, si bien involucraban a los 

cial finalmente aprobada estas últimas dos funciones fueron atribuidas 
al INE. 

21	 Pou Giménez, Francisca, “La diversificación en la judicatura mexicana y la 
división de poderes”, en Karina Ansolabehere y Pedro Salazar (coords.), 
Populismo, Democracia y Poder Judicial, México, Escuela Federal de Forma-
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tres Poderes de la Unión, lo hacían de manera diferenciada y con 
distintos grados de incidencia en las diferentes etapas (ya sea 
de postulación, ratificación y nombramiento) que configuraban 
cada procedimiento. 

Además, el sistema electivo adoptado por la reforma impone 
una renovación periódica, masiva y simultánea de las personas 
juzgadoras, coincidente con los comicios de los órganos de re-
presentación popular a nivel federal. En contraste con el reno-
vamiento diferenciado, muchas veces escalonado, de los cargos 
jurisdiccionales, como era en los casos de la Suprema Corte y el 
Tribunal Electoral. Este último hacía más difícil que una sola ad-
ministración o grupo político controlara el aparato de justicia, ya 
que las designaciones se distribuían en el tiempo. Sin embargo, 
un esquema de renovación sincrónica acrecienta dicha posibili-
dad, ya que les permite a los poderes públicos “especialmente al 
ejecutivo y legislativo” postular perfiles según sus intereses polí-
ticos más inmediatos.

Como se ha observado, la multiplicidad de sistemas, cada uno 
con características propias, ha sido sustituida por un mecanismo 
que, según la literalidad de la constitución, parece conceder un 
peso igual a los poderes públicos “al Congreso, la presidencia de 
la República y la Suprema Corte” en la postulación de las candi-
daturas judiciales. Sin embargo, un análisis más detallado revela 
que la configuración constitucional de los comicios judiciales, 
antes que fortalecer los contrapesos entre poderes, concede al 
poder ejecutivo y su partido un papel preponderante en la in-
tegración del Pleno de la Corte y el Tribunal Electoral. Esto au-
menta las probabilidades de que estos órganos no solo queden 
subordinados a los intereses políticos, sino que también sean sus-
ceptibles de captura por parte el gobierno. 

Recordemos que la reforma judicial otorga ejecutivo una in-
fluencia directa en la conformación de una tercera parte de las 
Salas del Tribunal Electoral, donde antes no tenía injerencia al-
guna, así como del Pleno de la Suprema Corte. Además, le ex-

ción Judicial-Consejo de la Judicatura Federal-Tirant Lo Blanch, 2024, pp. 
83-120, https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/2024/Editoriales/
Populismo.pdf
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tiende dicha potestad, y en igual proporción, en la elección de 
los puestos vacantes del Tribunal de Disciplina, los Tribunales de 
Circuito y los Juzgados de Distrito en todo el territorio nacional. 
Hasta ahora, la presidencia carecía de facultades para intervenir 
en la conformación estas instancias jurisdicciones. 

Pero los anteriores no son los únicos inconvenientes de este 
mecanismo. Aunque el Congreso de la Unión introdujo algunos 
principios que deben guiar los comicios judiciales, los criterios 
para evaluar la “idoneidad” de las candidaturas a juez son defi-
cientes, al basarse en conceptos ambiguos y altamente subjeti-
vos como “la buena fama” y la “honestidad”, cuya comprobación 
es problemática. Además, la presentación de “un ensayo de tres 
cuartillas” y las “cartas de referencia de sus vecinos” resulta cla-
ramente insuficiente para valorar la integridad, los conocimien-
tos y la competencia necesaria para desempeñar el cargo. 

Ahora bien, la laxitud que regula la integración y la opera-
ción de los comités técnicos de evaluación añade otra serie de 
problemas. Lo anterior no solo se presta a la conformación disí-
mil de dichas instancias, sino que favorece la discrecionalidad a 
la hora de seleccionar “los mejores” perfiles. De cualquier forma, 
al final, será una insaculación pública (es decir, el azar) la herra-
mienta que “depure” las listas para ajustarlas al número de pos-
tulaciones permitidas para cada cargo, lo que confirma que los 
méritos, la experiencia y la integridad moral están lejos de ser los 
criterios que orientan la selección de las candidaturas que serán 
sometidos a consideración de la ciudadanía el día de la jornada 
electoral.
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